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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 271/2025
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día veinticinco de mayo de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA
Mediante la que se resuelve la presente Controversia Constitucional 271/2025, promovida por la Federación en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, ambos del Estado de Jalisco, impugnando el artículo 9 de la Constitución Política de dicha entidad federativa.

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA
1.
Presentación de la demanda. La Federación promovió controversia constitucional por escrito presentado en este Alto Tribunal el trece de noviembre de dos mil veinticinco.

2.
Conceptos de invalidez. La Federación, en el único concepto de invalidez, aduce que, el artículo 9, párrafo quinto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco transgrede la competencia federal en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales referente a partidos políticos y sindicatos.

3.
Al respecto afirma que el precepto impugnado altera el esquema de simplificación orgánica dispuesto por la Constitución al generar una duplicidad de funciones en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales. Con ello, faculta a las autoridades del orden local para conocer y resolver los recursos en la materia tratándose de partidos políticos y sindicatos, pese a que la Constitución Federal reserva de manera expresa tales competencias a las autoridades federales.

4.
En efecto, los artículos 6º y 41 de la Constitución Federal confieren al Instituto Nacional Electoral la competencia sobre el acceso a la información pública y la protección de datos personales de los partidos políticos. Por su parte, el artículo 123 constitucional confiere al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral competencia para conocer de los asuntos relacionados a la información pública y de los recursos de revisión que se interpongan, tratándose de sindicatos.

5.
En consecuencia, es inconstitucional el artículo impugnado en tanto señala que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco tendrá competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos personales a cargo de los partidos políticos locales y, atribuye como autoridad garante al Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco para conocer de los asuntos en dicha materia de los sindicatos.

6.
Los artículos constitucionales que la Federación señala que fueron violados son los artículos 6, 41, 73, 123 y 124 de la Constitución Federal.

7.
Admisión y trámite. Por acuerdo de catorce de noviembre de dos mil veinticinco, el Ministro Presidente ordenó turnar este expediente al Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía para que fungiera como instructor.

8.
Por acuerdo de veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco, el Ministro instructor admitió a trámite la demanda de Controversia Constitucional; tuvo como parte demandada a los poderes Ejecutivo y Legislativo, ambos del Estado de Jalisco; le reconoció el carácter de tercero interesado al Congreso de la Unión, por conducto de sus Cámaras de Diputados y Senadores; y, ordenó correr traslado a la Fiscalía General de la República.

9.
Contestación del Poder Legislativo del Estado de Jalisco. En primer lugar, manifiesta que son ciertos los actos combatidos, pero que estos fueron ejecutados de conformidad con la Constitución local.

10.
Por otra parte, aduce que se actualiza la causa de improcedencia relativa a que la Federación no tiene legitimación activa para promover la Controversia Constitucional, pues no se vulnera directamente su ámbito competencial, sino que en todo caso, la titularidad del interés activo la tienen el Instituto Nacional Electoral, en lo tocante a los partidos políticos, y el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral, así como el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en lo que respecta a los sindicatos, por ser a estos a quienes supuestamente se les invade su esfera competencial.

11.
Respecto del concepto de invalidez, el Poder demandado afirma que este es infundado, porque de la Constitución Federal no se desprende, ni de manera explícita, ni indiciaria, que la competencia para conocer de los asuntos en materia de acceso a la información y protección a los datos personales, respecto a los partidos y sindicatos locales, pertenezca a los citados órganos federales; por lo que es obligación del Congreso local legislar en la materia, en términos del artículo 124 constitucional.

12.
Contestación del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco. En primer lugar, manifiesta que, respecto de dicho Poder, únicamente es cierto que sancionó, promulgó y ordenó la publicación del Decreto impugnado.

13.
En cuanto al concepto de invalidez, el Poder demandado afirma que es infundado. Aduce que en la Controversia Constitucional 13/2015 se determinó que, cuando la Constitución faculta al Congreso de la Unión para emitir una Ley General (como lo es la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública o la Ley General de Partidos Políticos) no está federalizando la materia, sino que se crea una concurrencia legislativa en la que la Ley General establece las bases, pero las Legislaturas locales conservan plenitud de competencia para regular todo aquello que no esté expresamente reservado a la Federación.

14.
En ese contexto, no se puede centralizar la competencia en materia de información pública y protección de datos personales porque, los partidos políticos nacionales operan bajo un sistema de financiamiento mixto, en el que reciben recursos tanto de la Federación como de la Entidad Federativa. Por lo tanto, la autoridad garante debe corresponder al origen del recurso. Si el Instituto Nacional Electoral revisa, entonces se invade la Hacienda local.

15.
Sucede algo similar con los sindicatos, los cuales, si reciben dinero público de la tesorería de Jalisco, entonces actúan como un ejecutor de gasto local y, por ende, deben someterse a la competencia del Estado. En particular, los sindicatos locales reciben fondos provenientes exclusivamente de la Hacienda Pública estatal, sin que se reciba dinero de la Federación y, por ende, esta no tiene competencia para vigilarlos.

16.
Así, se debe de atender a lo que el Poder demandado denomina “principio de instrumentalidad de los Fondos” que dicta que la naturaleza de la autoridad fiscalizadora o garante se determina por la naturaleza del origen del recurso público involucrado. Este principio evita el forum shopping, respeta el Pacto Federal y le da claridad al solicitante.

17.
El Poder demandado afirma que el artículo 73 constitucional no establece explícitamente una facultad exclusiva de la Federación para legislar, vigilar y resolver sobre la transparencia de todos los partidos políticos y sindicatos del país. Tampoco prohíbe a los Estados hacerlo. En consecuencia, conforme al artículo 124 constitucional, dicha facultad es residual y se encuentra reservada para el Estado de Jalisco.

18.
En ese sentido, el argumento de la Federación, parte de una premisa falsa relativa a una supuesta absorción total de competencias tras la reforma de simplificación orgánica en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, respecto de los partidos políticos y sindicatos. De ahí que, el artículo impugnado no invada la competencia de la Federación.

19.
Manifestaciones de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. Sostiene que el concepto de invalidez presentado por la Federación es fundado, porque conforme a los artículos 41 y 123 de la Constitución Federal, el Instituto Nacional Electoral es la única autoridad competente para conocer los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y protección de datos personales respecto a los partidos políticos; por su parte, cuando se trate de sindicatos, las autoridades competentes lo serán el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje.

20.
La previsión anterior se replicó en el artículo 3 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

21.
Por su parte, la ley impugnada prevé que las autoridades locales conocerán de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los partidos políticos y sindicatos, lo que desajusta el diseño constitucional. De ahí que el legislador local vulnere las competencias establecidas en el artículo 73 de la Constitución Federal.

22.
Manifestaciones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Aduce que la litis se centrará en determinar si el artículo impugnado invade la facultad exclusiva de la Federación en contravención de los artículos 41, 73 y 123 de la Constitución Federal, por lo que ese órgano estará atento a la resolución que se adopte en el presente asunto.

23.
Opinión de la Fiscalía General de la República. No rindió opinión en esta controversia constitucional.

24.
Audiencia. Substanciado el procedimiento en la presente controversia constitucional se celebró la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que se tuvieron exhibidas las pruebas ofrecidas y se relacionaron los alegatos presentados por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y del Poder Ejecutivo Federal.

25.
Por acuerdo de diecinueve de marzo de dos mil veintiséis, se puso el expediente en estado de resolución.

II. COMPETENCIA
26.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;
 1o de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
 y, punto Segundo, fracción I, del Acuerdo General 2/2025 (12a.) del Pleno de este Alto Tribunal;
 dado que se trata de un conflicto competencial entre la Federación y una entidad federativa.

III. PRECISIÓN DE LA NORMA IMPUGNADA
27.
De conformidad con los artículos 39 y 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de la materia, procede ahora precisar las normas impugnadas que serán motivo de análisis en la presente Controversia Constitucional.

28.
Del análisis integral de la demanda se desprende que se impugna el artículo 9, párrafo quinto, en la porción normativa “Los partidos políticos tendrán como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. En el caso de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, su autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco”, de la Constitución Política del Estado de Jalisco; reformado mediante el Decreto 29842/LXIV/25, publicado el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa.

IV. OPORTUNIDAD
29.
El artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia
 establece en sus fracciones I y II el plazo de treinta días para promover una controversia constitucional cuando se impugnen actos o normas generales, el que se computará de la forma siguiente:

30.
Tratándose de actos u omisiones:

a.
A partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame.

b.
A partir del día siguiente al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución.

c.
A partir del día siguiente al en que la parte actora se ostente sabedora de los mismos.

31.
En el caso de normas generales:

a.
A partir del día siguiente a la fecha de su publicación.

b.
A partir del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia.

32.
En el caso, el Decreto por el que se reformó el artículo impugnado se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco.

33.
Por lo que el plazo para su impugnación transcurrió del diecisiete de octubre al uno de diciembre de dos mil veinticinco.

34.
La demanda se presentó en esta Suprema Corte de Justicia el trece de noviembre de dos mil veinticinco; por tanto, cabe concluir que resulta oportuna.

V. LEGITIMACIÓN
A. Legitimación activa

35.
La Federación cuenta con legitimación activa para acudir a esta vía, al ser uno de los entes facultados para ello en el artículo 105, fracción I, inciso a), de la Constitución Federal.

36.
En cuanto a la representación, este Tribunal Pleno ha reconocido que el Poder Ejecutivo Federal cuenta con facultades para acudir a la Controversia Constitucional en defensa de los intereses de la Federación.

37.
Por su parte, de conformidad con el artículo 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria de la materia,
 la parte actora deberá comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que, en términos de las normas que las rigen, estén facultadas para hacerlo.

38.
Asimismo, el tercer párrafo del artículo en cita dispone que la persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representada, conforme a su propia determinación, por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o, por el Consejero o Consejera Jurídica del Gobierno.

39.
A su vez, en el artículo 43, fracción X, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
 se dispone que corresponde a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal la representación de la Presidenta de la República en las Controversias Constitucionales, cuando así se acuerde.

40.
Al respecto, el punto único del Acuerdo Presidencial publicado en el Diario Oficial de la Federación el nueve de enero de dos mil uno,
 determinó que el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en las Controversias Constitucionales.

41.
En el caso, compareció, en representación del Poder Ejecutivo Federal, Ernestina Godoy Ramos, la entonces Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal. Personalidad que acreditó con copia certificada de su nombramiento. Por lo tanto, la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal cuenta con la representación de dicho Poder.

42.
En ese tenor, se estima que la Federación puede plantear una controversia contra una entidad federativa y que la demanda fue suscrita por una servidora pública quien contaba con facultades para su representación.

B. Legitimación pasiva

43.
Los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Jalisco cuentan con legitimación pasiva en la Controversia Constitucional, puesto que se les atribuye la emisión y promulgación de la ley impugnada; además, las entidades federativas son uno de los entes previstos en el artículo 105, fracción I, de la Constitución Federal.

44.
Comparece en representación del Poder Ejecutivo referido, Renata Bañuelos Díaz ostentándose como Directora de lo Contencioso de la Dirección General Jurídica de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco. Cargo que acredita con copia de la publicación del Periódico Oficial de veintiocho de diciembre de dos mil veinticuatro, en la que consta su nombramiento.

45.
Conforme al artículo 44, numeral 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco,
 corresponde a la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado representar a la persona titular del Poder Ejecutivo local en las Controversias Constitucionales. Por su parte, el artículo 16, fracción I, del Reglamento interno de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo,
 dispone que corresponde a la Dirección de lo Contencioso representar a la persona titular del Poder Ejecutivo local en las Controversias Constitucionales.

46.
En consecuencia, la Directora referida cuenta con la representación del Poder Ejecutivo local.

47.
Por su parte, comparecen en representación del Poder Legislativo local el diputado Julio César Hurtado Luna, en su carácter de Presidente de la Mesa Directiva y, las diputadas Tonantzin Elusay Cárdenas Méndez y Valeria Guadalupe Ávila Gutiérrez en su carácter de Secretarias de la Mesa Directiva. Lo que acreditan con copia certificada del Acuerdo Legislativo 484/LXIV/2025, de veintiocho de octubre de dos mil veinticinco, que aprueba la integración de la Mesa Directiva para el periodo comprendido del 01 de noviembre de 2025 al 30 de abril de 2026.

48.
Conforme al artículo 39, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco,
 corresponde a la Mesa Directiva, a través de su Presidente y dos Secretarios, la representación jurídica del Congreso del Estado.

49.
En consecuencia, el diputado y las diputadas referidas cuentan con la representación del Congreso local.

C. Parte tercera interesada

50.
Por acuerdo de veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco, el Ministro instructor tuvo al Congreso de la Unión como parte tercera interesada, a través de sus Cámaras de Diputados y Senadores.

51.
Comparece en representación de la Cámara de Senadores, la senadora Laura Itzel Castillo Juárez ostentándose como Presidenta de la Mesa Directiva de dicha Cámara. Lo que acredita con copia certificada del Acta de la Junta Previa, celebrada el veintinueve de agosto de dos mil veinticinco, en la que se consigna su elección como Presidenta de la Mesa Directiva para el segundo año de ejercicio de la sexagésima sexta legislatura.

52.
Conforme al artículo 67, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
 corresponde a la persona Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, la representación jurídica de este órgano.

53.
En consecuencia, la senadora referida cuenta con la representación de la Cámara de Senadores.

54.
Por su parte, comparece en representación de la Cámara de Diputados la diputada Kenia López Rabadán ostentándose como Presidenta de la Mesa Directiva de dicha Cámara. Lo que acredita con copia certificada de la versión estenográfica de la sesión de la Cámara referida de dos de septiembre de dos mil veinticinco, en la que se eligió a las personas integrantes de la Mesa Directiva.

55.
Conforme al artículo 23, numeral 1, inciso l), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
 corresponde a la persona Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, la representación jurídica de este órgano.

56.
En consecuencia, la diputada referida cuenta con la representación de la Cámara de Diputados.

VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO
57.
El Poder Legislativo demandado aduce que la Federación no tiene interés legítimo para promover la presente Controversia Constitucional, toda vez que no se vulnera directamente su ámbito competencial, ya que en todo caso quien debería promover la controversia serían el Instituto Nacional Electoral, el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje.

58.
Esta causa de improcedencia se debe desestimar toda vez que, el ente actor aduce que se viola la facultad exclusiva para legislar en materia de transparencia del Congreso de la Unión, otorgada en el artículo 73 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 41 y 123 del mismo ordenamiento; cuestión esta que debe analizarse en el fondo del asunto.

59.
Apoya la determinación anterior, la jurisprudencia P./J. 92/99, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE”.

VII. ESTUDIO DE FONDO
60.
En su único concepto de invalidez, la Federación sostiene que el artículo 9 de la Constitución Política del Estado de Jalisco invade la esfera competencial de la Federación, al atribuir a autoridades locales facultades de autoridades garantes en materia de acceso a la información pública respecto de partidos políticos y sindicatos, pese a que, a su juicio, dicha materia se encuentra reservada a autoridades federales conforme a los artículos 41, 73 y 123 de la Constitución Federal.

61.
La norma impugnada dispone lo siguiente:

Artículo 9º. El ejercicio del derecho de acceso a la información pública y protección de datos personales en posesión de sujetos obligados, se regirá por los siguientes fundamentos y principios:

I. La consolidación del estado democrático y de derecho en Jalisco;

II. La transparencia y la rendición de cuentas de las autoridades estatales y municipales, mediante la implementación de mecanismos de gobierno abierto, transparencia con sentido social y modernización, con un enfoque de apertura institucional a través de las Autoridades Garantes y en colaboración con representantes de la sociedad civil, para la apertura de los órganos públicos y el registro de los documentos en que constan las decisiones públicas y el proceso para la toma de éstas;

III. La participación de las personas en la toma de decisiones públicas, mediante el ejercicio del derecho a la información;

IV. La información pública veraz y oportuna;

V. La protección de datos personales en posesión de sujetos obligados; y

VI. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y la protección de datos personales, de acuerdo con las bases y principios de las leyes de la materia.

La integración y facultades del Comité del Subsistema de Transparencia del Estado de Jalisco, son las establecidas en las leyes de la materia.

Los sujetos obligados y las autoridades garantes se regirán por los principios de certeza, congruencia, documentación, eficacia, excepcionalidad, exhaustividad, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad, objetividad, profesionalismo y transparencia. En el ámbito de sus atribuciones coadyuvarán en la implementación de políticas y mecanismos de apertura gubernamental, así como la participación social.

La Autoridad Garante Local, será la Contraloría del Estado y tendrá las facultades y competencias que establecen las leyes de la materia, quien conocerá de los asuntos en materia de transparencia y protección de datos personales del Poder Ejecutivo y los municipios.

Las autoridades garantes del Poder Legislativo y Judicial, de los órganos constitucionales autónomos y demás sujetos obligados, serán sus órganos internos de control y tienen las facultades y competencias que las leyes de la materia les otorguen. Los partidos políticos tendrán como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. En el caso de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, su autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco.

Las resoluciones de las autoridades garantes serán vinculantes, definitivas e inatacables para los sujetos obligados y deberán ser cumplidas por los Poderes, entidades y dependencias públicas del Gobierno del Estado, Ayuntamientos, por los organismos constitucionales autónomos, así como de cualquier persona física, jurídica, sindicato, partido político o cualquier otro que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad, en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General en materia de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, esta Constitución y demás leyes de la materia.

En contra de las resoluciones emitidas por las autoridades garantes, se podrán interponer los recursos o juicios que establecen las leyes de la materia.

62.
Como se advierte, la norma transcrita establece en la parte impugnada, por un lado, que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco es la autoridad garante respecto de los partidos políticos para conocer de los asuntos en materia de transparencia y protección de datos personales; y por otro, que el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco será la autoridad garante relativa a los sindicatos.

63.
Este Tribunal Pleno ya ha analizado una problemática similar al resolver, la Controversia Constitucional 217/2025. Atento a ello, se desarrolla el parámetro constitucional aplicable en la materia para, posteriormente, llevar a cabo el análisis del caso concreto.

A. Parámetro de constitucionalidad

64.
El veinte de diciembre de dos mil veinticuatro se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica.

65.
Esa reforma constitucional tuvo como propósito eliminar la duplicidad de funciones, generar ahorros presupuestarios y reasignar las atribuciones de diversos organismos autónomos —entre ellos el extinto Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI)—, a entes públicos que ya contaban con competencias afines, sin afectar la garantía de los derechos fundamentales.

66.
El rediseño constitucional del modelo institucional de tutela de los derechos de acceso a la información pública y de protección de datos personales incluyó la materia de acceso a la información pública y protección de datos personales en los términos siguientes:

Artículo 6º. […]

A. […]

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. Para tal efecto, los sujetos obligados contarán con las facultades suficientes para su atención.

Por lo que hace a la información relacionada con los datos personales en posesión de particulares, la ley a la que se refiere el artículo 90 de esta Constitución determinará la competencia para conocer de los procedimientos relativos a su protección, verificación e imposición de sanciones. […]

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información pública y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante las instancias competentes en los términos que fija esta Constitución y las leyes. […]

VIII. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y a la protección de datos personales. Las leyes en la materia determinarán las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de estos derechos, así como la competencia de las autoridades de control interno y vigilancia u homólogos en el ámbito federal y local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados.

Los sujetos obligados se regirán por la ley general en materia de transparencia y acceso a la información pública y protección de datos personales, en los términos que ésta se emita por el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho.

El ejercicio de este derecho se regirá por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y máxima publicidad.

Artículo 41. […]

I. […]

El Instituto Nacional Electoral tendrá competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos personales a cargo de los partidos políticos; también conocerá de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los partidos políticos en los términos que establezca la ley.

Artículo 123. […]

A. […]

XX. […]

En el orden federal, la función conciliatoria estará a cargo de un organismo descentralizado. Al organismo descentralizado le corresponderá además, el registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindicales, así como todos los procesos administrativos relacionados.

El organismo descentralizado federal también tendrá competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos y conocerá de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los mismos. […]

B.- Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: […]

XII.- Los conflictos individuales, colectivos o intersindicales serán sometidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria. Asimismo, conocerá de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado y de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los mismos.

67.
De las disposiciones transcritas, se advierte que, en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, el Instituto Nacional Electoral (INE) es la autoridad competente cuando se trate de partidos políticos, y el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje lo serán cuando se refieran a sindicatos, en el ámbito de sus competencias.

68.
Ahora, el artículo 73, fracción XXIX-S, de la Constitución Federal
 faculta al Congreso de la Unión para expedir las leyes generales que desarrollen los principios y bases en materia de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales en posesión de autoridades de todos los niveles de gobierno.

69.
En ejercicio de esa facultad, el veinte de marzo de dos mil veinticinco se publicaron, en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

70.
Por otro lado, el artículo 124 constitucional
 establece, como regla general de distribución de competencias, que las facultades no expresamente concedidas a los funcionarios federales se entienden reservadas a los Estados. No obstante, la Constitución Federal también ha previsto un sistema de facultades concurrentes en diversas materias, entre ellas la de transparencia y acceso a la información pública.

71.
Como lo ha sostenido este Tribunal Pleno,
 las facultades concurrentes implican que la Federación, las entidades federativas y los municipios pueden actuar respecto de una misma materia, pero será el Congreso de la Unión el que determine la forma y términos de su participación a través de una ley general.

72.
En materia de transparencia, conforme a los artículos 6, apartado A; 73, fracción XXIX-S; y, 116, fracción VIII, de la Constitución Federal, corresponde al Congreso de la Unión expedir las leyes generales que regulen los derechos de acceso a la información pública y de protección de datos personales y establecer los principios y bases que deben regir estos derechos; mientras que las entidades federativas en sus constituciones definirán la competencia de los órganos encargados de garantizar tales derechos, pero siempre con la obligación de ajustarse a lo que establece la Constitución Federal y las leyes generales.

73.
De esta manera, la libertad configurativa de los Congresos locales encuentra un límite expreso en los mandatos constitucionales y en las bases establecidas por el legislativo federal,
 es decir, no se trata de una facultad discrecional e ilimitada, sino de una competencia reglada que debe ejercerse en estricta observancia del marco constitucional y legal federal.

B. Análisis del caso concreto

a) Partidos políticos

74.
Como se vio en el marco constitucional al que se hizo referencia, el artículo 41, fracción I, párrafo último, de la Constitución Federal, facultó expresamente al INE para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos a cargo de los partidos políticos, así como para conocer de los recursos de revisión que interpongan particulares contra las resoluciones que emitan aquellos, sin hacer alguna diferencia entre partidos políticos con registro nacional o local.

75.
Asimismo, de la iniciativa y de los dictámenes de origen de revisión que dieron lugar a la reforma constitucional en materia de simplificación orgánica,
 se advierte que el propósito fue reasignar las atribuciones del extinto INAI a los entes públicos que ya contaban con competencias en la materia.

76.
Se precisó que la tutela del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, así como la conducción de la política de transparencia, se asignaría, en el ámbito de la Administración Pública Federal, a la Secretaría de la Función Pública —hoy Secretaría de Anticorrupción y Buen Gobierno—; al órgano de control y disciplina del Poder Judicial; a los órganos de control de los organismos constitucionales autónomos; y, a las contralorías del Congreso de la Unión, en sus respectivas esferas competenciales.

77.
De igual forma, se estableció que este diseño se replicaría en las entidades federativas a través de las contralorías o áreas homólogas de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, pero que, tratándose de los partidos políticos, la tutela correspondiente se concentraría en el INE.

78.
Por su parte, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en su artículo 3, fracciones V y XIX,
 y la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, en su numeral 3, fracciones II y XXVII,
 disponen que el INE es la autoridad garante de los derechos de acceso a la información pública y de protección de datos personales respecto de los partidos políticos como sujetos obligados.

79.
En este punto es importante destacar que el legislativo federal, cuando ha estimado necesario distinguir entre partidos políticos nacionales y locales, o bien, entre el INE y los organismos públicos locales electorales, efectivamente lo ha hecho, puesto que ello se puede observar, por ejemplo, en los artículos 70, fracción I, 75 y 209, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
 que establecen obligaciones específicas para esas autoridades electorales y partidos políticos nacionales y locales, así como, el último de los mencionados en conjunto con el 135 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados,
 ordenan dar vista a las autoridades electorales nacional y locales competentes ante incumplimientos de partidos políticos.

80.
Sin embargo, cuando se trató de definir quién es la autoridad garante de los derechos de acceso a la información pública y de protección de datos personales respecto de todos los partidos políticos —nacionales y locales—, el legislativo no hizo distinción alguna, sino que, en estricto apego a lo que mandata el artículo 41, fracción I, párrafo último, constitucional, confirió esa atribución únicamente al INE.

81.
De esta manera, es evidente que el Congreso demandado carece de competencia para establecer y regular el funcionamiento de órganos locales con atribuciones para exigir a cualquier partido político, aun cuando sea de carácter local, el cumplimiento de las obligaciones que les competen a los partidos como sujetos obligados a hacer efectivos los derechos de acceso a la información y de protección de datos personales puesto que, donde la ley no distingue, no se debe hacer distinción.

82.
Por tanto, es fundado el concepto de invalidez hecho valer por la Federación referente a que la competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos personales tanto de los partidos políticos nacionales como locales, corresponde de manera exclusiva al INE, en términos de los artículos 6, 41, fracción I, párrafo último, y 73, fracción XXIX-S, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

83.
No resulta inadvertido que el artículo Cuarto Transitorio del decreto de reforma constitucional en materia de simplificación orgánica
 ordena a las legislaturas locales armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, pero esta armonización debe realizarse respetando los límites constitucionales y legales, por lo que no es posible crear autoridades garantes donde la Federación se reservó la competencia exclusiva.

84.
En consecuencia, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 9, párrafo quinto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en la porción en que establece como autoridad garante, en relación con los partidos políticos, al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de esa entidad federativa.

b) Sindicatos

85.
Como ya se indicó, la reforma constitucional en materia de simplificación orgánica también implicó modificaciones al artículo 123 de la Constitución Federal,
 en el que se estableció que el organismo descentralizado federal denominado Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral tendría competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos —apartado A— y de los recursos de revisión que interpongan particulares contra las resoluciones de dichos sujetos obligados, y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje para conocer de los asuntos en esa materia respecto de los sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado —apartado B— y de los recursos de revisión que interpongan particulares contra las determinaciones de esos sindicatos.

86.
En los antecedentes legislativos de la reforma constitucional
 se precisó que, por lo que hace a los sindicatos, la tutela de los derechos de acceso a la información pública se trasladaría al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en atención a sus respectivos apartados.

87.
Por su parte, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en su artículo 3, fracción V,
 define como autoridades garantes, por cuanto hace al acceso a la información pública de los sindicatos, al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje —este último respecto de los sindicatos de trabajadores al servicio del Estado—.

88.
En el caso, el artículo 9 de la Constitución Política del Estado de Jalisco dispone que, en materia de transparencia y protección de datos personales, respecto de los sindicatos, la autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco.

89.
Dicha atribución desconoce la asignación competencial expresa establecida en los artículos 123, apartado A, fracción XX, y apartado B, fracción XII, de la Constitución Federal, y 3, fracción V, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, conforme a la cual la tutela de tal derecho corresponde exclusivamente a autoridades federales.

90.
En este supuesto, como ya se mencionó, la libertad configurativa de las entidades federativas encuentra un límite expreso en la Constitución Federal, y si bien es cierto que existe mandato expreso constitucional que obliga a las entidades locales para que armonicen su marco jurídico en materia de acceso a la información pública,
 también lo es que esa disposición no faculta al legislativo local para crear autoridades garantes estatales tratándose de sindicatos, puesto que tal competencia quedó reservada exclusivamente a las autoridades federales señaladas.

91.
En consecuencia, es fundado el concepto de invalidez en estudio, ya que la norma impugnada invade el ámbito competencial de la Federación establecido en los artículos 6, 73, fracción XXIX-S, 123, apartado A, fracción XX y apartado B, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

92.
En esa lógica, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 9 de la Constitución Política del Estado de Jalisco en la porción que establece como autoridad garante al Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco, en materia de transparencia y protección de datos personales, respecto de los sindicatos.

VIII. EFECTOS
93.
De conformidad con los artículos 41 y 45 de la Ley Reglamentaria de la materia,
 las sentencias deben contener los alcances y efectos de estas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos.

94.
En atención a las consideraciones desarrolladas con antelación, se declara la invalidez del artículo 9, párrafo quinto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en su porción normativa “Los partidos políticos tendrán como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. En el caso de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, su autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco”.

95.
La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Jalisco.

96.
Este Tribunal Pleno estima que, por guardar relación de dependencia directa y necesaria con las porciones previamente declaradas inválidas, procede declarar la invalidez por extensión del artículo 9, párrafo sexto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en su porción normativa “sindicato, partido político”.

Artículo 9º. El ejercicio del derecho de acceso a la información pública y protección de datos personales en posesión de sujetos obligados, se regirá por los siguientes fundamentos y principios:

I. La consolidación del estado democrático y de derecho en Jalisco;

II. La transparencia y la rendición de cuentas de las autoridades estatales y municipales, mediante la implementación de mecanismos de gobierno abierto, transparencia con sentido social y modernización, con un enfoque de apertura institucional a través de las Autoridades Garantes y en colaboración con representantes de la sociedad civil, para la apertura de los órganos públicos y el registro de los documentos en que constan las decisiones públicas y el proceso para la toma de éstas;

III. La participación de las personas en la toma de decisiones públicas, mediante el ejercicio del derecho a la información;

IV. La información pública veraz y oportuna;

V. La protección de datos personales en posesión de sujetos obligados; y

VI. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y la protección de datos personales, de acuerdo con las bases y principios de las leyes de la materia.

La integración y facultades del Comité del Subsistema de Transparencia del Estado de Jalisco, son las establecidas en las leyes de la materia.

Los sujetos obligados y las autoridades garantes se regirán por los principios de certeza, congruencia, documentación, eficacia, excepcionalidad, exhaustividad, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad, objetividad, profesionalismo y transparencia. En el ámbito de sus atribuciones coadyuvarán en la implementación de políticas y mecanismos de apertura gubernamental, así como la participación social.

La Autoridad Garante Local, será la Contraloría del Estado y tendrá las facultades y competencias que establecen las leyes de la materia, quien conocerá de los asuntos en materia de transparencia y protección de datos personales del Poder Ejecutivo y los municipios.

Las autoridades garantes del Poder Legislativo y Judicial, de los órganos constitucionales autónomos y demás sujetos obligados, serán sus órganos internos de control y tienen las facultades y competencias que las leyes de la materia les otorguen. Los partidos políticos tendrán como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. En el caso de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, su autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco.

Las resoluciones de las autoridades garantes serán vinculantes, definitivas e inatacables para los sujetos obligados y deberán ser cumplidas por los Poderes, entidades y dependencias públicas del Gobierno del Estado, Ayuntamientos, por los organismos constitucionales autónomos, así como de cualquier persona física, jurídica, sindicato, partido político o cualquier otro que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad, en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General en materia de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, esta Constitución y demás leyes de la materia.

En contra de las resoluciones emitidas por las autoridades garantes, se podrán interponer los recursos o juicios que establecen las leyes de la materia.

97.
Este Alto Tribunal advierte que, en precedentes recientes —como la Controversia Constitucional 196/2025—, al declararse la invalidez de porciones análogas de constituciones locales de diversas entidades federativas, también se ha determinado la invalidez por extensión de normas secundarias. En particular, de aquellas disposiciones que: a) designan como autoridades garantes a órganos locales, en relación con partidos políticos y sindicatos; b) les otorgan facultades para imponer medidas de apremio o sanciones; c) consideran a los partidos políticos y sindicatos como sujetos obligados; o, d) les imponen obligaciones o regulan, en general, la materia de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales respecto de dichos entes.

98.
No obstante, en el presente caso, es un hecho notorio que el Estado de Jalisco se encuentra en proceso de armonización de su legislación secundaria en la materia. En este contexto, la declaración de invalidez por extensión podría generar un desfase del marco normativo aplicable, afectando la seguridad jurídica y la operatividad del sistema de transparencia a nivel local, máxime que es una legislación que, se reitera, está en proceso de revisión por el propio Congreso local.

99.
En consecuencia, este Tribunal Pleno estima procedente abstenerse de emitir un pronunciamiento de invalidez por extensión respecto de normas secundarias; sin embargo, se exhorta al Congreso del Estado de Jalisco para que, en el ámbito de sus competencias, lleve a cabo la armonización legislativa correspondiente, tomando en consideración los criterios establecidos en la presente sentencia.

100.
En virtud de lo resuelto, las autoridades del Estado de Jalisco deberán abstenerse de aplicar las porciones normativas invalidadas y, en lo sucesivo, el tratamiento de solicitudes, recursos y demás procedimientos en materia de acceso a la información y, en su caso, de protección de datos personales respecto de partidos políticos y sindicatos deberá ajustarse al diseño constitucional y a las leyes generales y federales aplicables, sin que pueda reconocerse competencia como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado ni al Tribunal de Arbitraje y Escalafón local por las hipótesis invalidadas.

IX. DECISIÓN
101.
Por lo expuesto y fundado, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente controversia constitucional.

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 9, párrafo quinto, en su porción normativa “Los partidos políticos tendrán como autoridad garante al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. En el caso de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, su autoridad garante será el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco”, de la Constitución Política del Estado de Jalisco; reformado mediante el Decreto 29842/LXIV/25, publicado el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa.

TERCERO. Se declara la invalidez por extensión del artículo 9, párrafo sexto, en su porción normativa “sindicato, partido político”, de la Constitución Política del Estado de Jalisco.

CUARTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Jalisco, en los términos precisados en el considerando octavo de esta sentencia.

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, en cuanto al fondo.
Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo en contra de abstenerse de extender la invalidez a normas secundarias relacionadas; Ríos González en contra de abstenerse de extender la invalidez a normas secundarias relacionadas y separándose de la vinculación al Congreso local; Esquivel Mossa separándose del exhorto al Congreso local; Batres Guadarrama en contra de abstenerse de extender la invalidez a normas secundarias relacionadas y separándose del exhorto; Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía; Guerrero García; y Presidente Aguilar Ortiz en contra de la invalidez por extensión propuesta y separándose del exhorto; en cuanto a los efectos. El señor Ministro Espinosa Betanzo anunció voto concurrente. La señora Ministra Ríos González anunció voto particular respecto de la abstención de extender la invalidez a normas secundarias relacionadas. El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz anunció voto particular respecto de la invalidez por extensión propuesta.
El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y el señor Ministro Ponente con el Secretario General de Acuerdos quien autoriza y da fe.
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Ponente, Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de dieciocho fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la controversia constitucional 271/2025, promovida por la Federación, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticinco de mayo de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a quince de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA MINISTRA MARÍA ESTELA RÍOS GONZÁLEZ EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 271/2025, ACTOR: LA FEDERACIÓN.

En sesión de veinticinco de mayo de dos mil veintiséis, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió, por unanimidad de votos, declarar la invalidez de una porción del artículo 9, párrafo quinto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, reformado mediante el Decreto 29842/LXIV/25, publicado el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial del Estado.

La porción invalidada establecía que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco y el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado fungirían como autoridades garantes en materia de transparencia respecto de partidos políticos y sindicatos, respectivamente.

Asimismo, el apartado de efectos fue aprobado por unanimidad de votos y, por mayoría de ocho votos, se determinó extender la invalidez al artículo 9, párrafo sexto, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en la porción normativa “sindicato, partido político”.

No obstante, por mayoría de seis votos, el Tribunal Pleno decidió abstenerse de declarar la invalidez por extensión respecto de diversas normas secundarias, con el argumento de que el estado de Jalisco se encuentra en proceso de armonización de su legislación en la materia y que una declaratoria adicional podría generar un desfase en el marco normativo aplicable, con posibles afectaciones a la seguridad jurídica y a la operatividad del sistema local de transparencia.

No comparto la postura adoptada por la mayoría, toda vez que no resulta constitucionalmente válido justificar la permanencia de disposiciones que inciden en materias de competencia exclusiva federal con base en la existencia de un eventual o inconcluso proceso de armonización legislativa.

Las disposiciones que atribuyen competencia a autoridades locales respecto de partidos políticos y sindicatos no regulan ámbitos propios de competencia estatal, sino materias reservadas constitucionalmente al orden federal. Por ello, la sola existencia de un proceso legislativo pendiente no constituye una razón suficiente para mantener vigentes normas que invaden la esfera competencial de la Federación.

Además, si bien el régimen transitorio de la reforma local previó un plazo de noventa días para efectuar las adecuaciones legislativas correspondientes, dicho plazo no puede interpretarse como una autorización para prolongar la vigencia de disposiciones incompatibles con la Constitución Federal. Máxime que ese plazo fue ampliamente rebasado.

Sostener lo contrario implicaría supeditar la eficacia de la reforma constitucional y la supremacía de la Constitución Federal a la inactividad del legislador local, en detrimento de los principios de supremacía constitucional, seguridad jurídica y certeza normativa.

En consecuencia, debió extenderse la invalidez a los artículos 8, fracción X, 14, 16, 16 Ter, 16 Quáter y 24, punto 1, fracciones XVI, XVII y XVIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. Así como, el artículo 1, numeral 3, en la poción normativa “partidos políticos”, numeral 4, en la porción normativa “Los sindicatos y”, artículo 2, fracción III, en la porción normativa “partidos políticos” y 147, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios; en virtud de que dichos preceptos guardan una relación directa, estrecha y de dependencia normativa con el régimen impugnado ya declarado inválido.

Por estas razones, emito voto particular respecto de la decisión mayoritaria de no extender la invalidez a las normas secundarias previamente señaladas.
Ministra María Estela Ríos González.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular de la señora Ministra María Estela Ríos González, formulado en relación con la sentencia del veinticinco de mayo de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 271/2025, promovida por la Federación. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a quince de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 271/2025

En sesión de 25 de mayo de 2026, el Tribunal Pleno resolvió que la controversia constitucional citada al rubro era procedente y fundada y, consecuentemente, declaró la invalidez de una porción del artículo 9, párrafo quinto de la Constitución Política del Estado de Jalisco, reformado mediante el Decreto 29842/LXIV/25, publicado el 16 de octubre de 2025 en el periódico oficial de dicha entidad federativa. Además, se declaró la invalidez por extensión de una porción del artículo 9, párrafo sexto del mismo ordenamiento jurídico.
Al fijar los efectos de la presente resolución, la mayoría del Alto Tribunal advirtió que, en precedentes recientes —como la controversia constitucional 196/2025—, al declararse la invalidez de porciones análogas de constituciones locales de diversas entidades federativas, también se determinó la invalidez por extensión de las normas secundarias. En particular, de aquellas disposiciones que: a) designan como autoridades garantes a órganos locales, en relación con partidos políticos y sindicatos; b) les otorgan facultades para imponer medidas de apremio o sanciones; c) consideran a los partidos políticos y sindicatos como sujetos obligados, o d) les imponen obligaciones o regulan, en general, la materia de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales respecto de dichos entes.
No obstante, en el presente caso, la mayoría de este Alto Tribunal estimó que, dado que el Estado de Jalisco se encuentra en proceso de armonización de su legislación secundaria en la materia, la declaración de invalidez por extensión podría generar un “desfase del marco normativo aplicable”, afectando la seguridad jurídica y la operatividad del sistema de transparencia a nivel local. En consecuencia, la mayoría determinó abstenerse de emitir un pronunciamiento de invalidez por extensión respecto de normas secundarias y exhortar al Congreso del Estado de Jalisco para que, en el ámbito de sus competencias, lleve a cabo la armonización legislativa correspondiente, tomando en consideración los criterios establecidos en la presente sentencia. En sesión, anuncié el presente voto concurrente para apartarme de esta determinación.
Considero que este Tribunal Pleno no debe abstenerse de declarar la invalidez por extensión de los preceptos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios vigentes que se oponen a lo dispuesto al marco constitucional instaurado tras la reforma en materia de simplificación orgánica de 20 de diciembre de 2024 por contemplar a los partidos políticos y a los sindicatos como sujetos obligados a nivel local y a autoridades locales como garantes en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales.
Si los sindicatos y los partidos políticos ya están contemplados como sujetos obligados por las leyes generales y federales correspondientes y las autoridades garantes ya están constituidas, no queda claro en qué consistiría este desfase del marco normativo local y cómo se afectaría la seguridad jurídica y la operatividad del sistema de transparencia jalisciense.
En todo caso, ya transcurrió el periodo de 90 días naturales previsto en el artículo cuarto transitorio de la reforma constitucional para que las legislaturas locales adecuen sus marcos normativos a la Constitución Federal tras la expedición de las leyes reglamentarias en la materia y dichas disposiciones siguen vigentes, lo cual –a mi juicio– justifica la necesidad de que se sometan al control constitucional por este Alto Tribunal.
Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, formulado en relación con la sentencia del veinticinco de mayo de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 271/2025, promovida por la Federación. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a quince de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


I.- De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:


a).- La Federación y una entidad federativa;


[…].


� Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; […].


� Artículo 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares.


� SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución:


Las controversias constitucionales previstas en el artículo 105, fracción I, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; […].


� Artículo 39. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada.


Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; […].


� Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será:


I. Tratándose de actos u omisiones, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos;


II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y […].


� Deben descontarse del cómputo los días dieciocho, diecinueve, veinticinco, veintiséis de octubre, uno, dos, ocho, nueve, quince, dieciséis, veintidós, veintitrés, veintinueve y treinta de noviembre de dos mil veinticinco, por ser sábados y domingos y, por tanto, inhábiles, conforme con el artículo 2º de la Ley Reglamentaria de la materia, en relación con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Asimismo, debe excluirse el veinte de noviembre del mismo año, con base en la misma normativa, Finalmente, también debe descontarse el diecisiete de noviembre del mismo año, al haberse suspendido labores en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de conformidad con el artículo 3, fracción III, de la Ley Reglamentaria de la materia.


� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


I.- De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:


a).- La Federación y una entidad federativa; […].


� En ese sentido, véase la Controversia Constitucional 199/2025, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de siete de abril de dos mil veintiséis.


� Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que, en términos de las normas que les rigen, estén facultadas para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […]


La persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representado o representada por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o por el Consejero o la Consejera Jurídica del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente o Presidenta, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estas personas servidoras públicas y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.


� Artículo 43. A la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal corresponde el despacho de los asuntos siguientes: […]


X.- Representar al Presidente de la República, cuando éste así lo acuerde, en las acciones y controversias a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los demás juicios y procedimientos en que el titular del Ejecutivo Federal intervenga con cualquier carácter. En el caso de los juicios y procedimientos, la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal podrá determinar la dependencia en la que recaerá la representación para la defensa de la Federación. La representación a que se refiere esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de pruebas; […].


� ÚNICO.- El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las que el titular del Ejecutivo Federal sea parte o requiera intervenir con cualquier carácter, salvo en las que expresamente se le otorgue dicha representación a algún otro servidor público.


La representación citada se otorga con las más amplias facultades, incluyendo la de acreditar delegados que hagan promociones, concurran a audiencias, rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan incidentes y recursos, así como para que oigan y reciban toda clase de notificaciones, de acuerdo con los artículos 4o., tercer párrafo, y 11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II�del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


� Artículo 44.


1. La Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado tiene las siguientes atribuciones:


I. Representar al Titular del Poder Ejecutivo del Estado y al Secretario General de Gobierno en todas las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; […].


� Artículo 16. La Dirección de lo Contencioso tendrá las siguientes atribuciones:


I. Representar al Titular del Poder Ejecutivo del Estado y al Secretario General de Gobierno en todas las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; […].


� Artículo 39. […]


V. Representar jurídicamente al Congreso del Estado, a través de su Presidente y dos Secretarios, en todos los procedimientos jurisdiccionales en que éste sea parte, y ejercer de manera enunciativa mas no limitativa, todas las acciones, defensas y recursos necesarios en los juicios: civiles, penales, administrativos, mercantiles o electorales, así como los relativos a los medios de control constitucional en todas sus etapas procesales, rendir informes previos y justificados, incluidos los recursos que señala la Ley de Amparo y la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la demás legislación aplicable en la materia, y con las más amplias facultades para pleitos y cobranzas para toda clase de bienes y asuntos e intereses de este Poder, en�la defensa de sus derechos que la ley le confiera en el ámbito de sus atribuciones; […].


� Artículo 67.


1. El Presidente de la Mesa Directiva es el Presidente de la Cámara y su representante jurídico; en él se expresa la unidad de la Cámara de Senadores. […]


� Artículo 23.


1. Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva las siguientes:


l) Tener la representación legal de la Cámara y delegarla en la persona o personas que resulte necesario; […].


� Consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo X, septiembre de 1999, página 710, registro digital: 193266.


� Artículo 73. El Congreso tiene facultad: […]


XXIX-S. Para expedir las leyes generales reglamentarias que desarrollen los principios y bases en materia de transparencia gubernamental, acceso a la información y protección de datos personales en posesión de las autoridades, entidades, órganos y organismos gubernamentales de todos los niveles de gobierno.


� En la exposición de motivos del decreto correspondiente se señaló:


“XII. Los conflictos individuales, colectivos o intersindicales serán sometidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria. Asimismo, conocerá de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado y de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los mismos.


El 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, el cual entre otras cuestiones, mandata la extinción del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), así como de los organismos garantes en las entidades federativas, a fin de que la tutela del derecho de acceso a la información y la política de transparencia se trasladen a la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno en lo que respecta a la Administración Pública Federal (…)


Por lo que hace a los partidos políticos, mandata el traslado de la tutela al Instituto Nacional Electoral y por lo que corresponde a los sindicatos, al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en atención a sus apartados.”


� Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias.


� Véase la jurisprudencia P./J. 142/2001, de rubro: “FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SUS CARACTERÍSTICAS GENERALES”. Consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XV, enero de 2002, página 1042, registro digital: 187982.


� Véase la jurisprudencia P./J. 11/2016, de rubro: “LIBERTAD DE CONFIGURACIÓN LEGISLATIVA DE LOS CONGRESOS ESTATALES. ESTÁ LIMITADA POR LOS MANDATOS CONSTITUCIONALES Y LOS DERECHOS HUMANOS”. Consultable en la Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo I, libro 34, septiembre de 2016, página 52, registro 2012593.


� Fojas 19 de la iniciativa, 80 y 83 del dictamen de origen, 23 y 24 del dictamen de revisión.


Por lo que respecta a la tutela del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, así como la política de transparencia, se trasladarán a la Secretaría de la Función Pública en lo que respecta a la Administración Pública Federal; al órgano de control y disciplina del Poder Judicial; a los órganos de control de los organismos constitucionales autónomos; y a las contralorías del Congreso de la Unión, en sus respectivos ámbitos de competencia. Se replica esta estructura en el ámbito estatal con sus contralorías o áreas homólogas del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial.


Por lo que hace a los partidos políticos, se trasladaría la tutela al Instituto Nacional Electoral y por lo que toca a los Sindicatos, al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en atención a sus apartados.


En lo que se refiere a la tutela y protección de los datos personales en posesión de particulares, las atribuciones y obligaciones quedarían a cargo del Ejecutivo Federal, conforme se determine en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.


� Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entiende por: […]


V. Autoridades garantes: Autoridades garantes federal y local; el órgano de control y disciplina del Poder Judicial; los órganos internos de control o equivalentes de los órganos constitucionales autónomos, las contralorías internas del Congreso de la Unión; el Instituto Nacional Electoral, por cuanto hace al acceso a la información pública de los partidos políticos; el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, estos dos últimos por cuanto hace al acceso a la información pública de los sindicatos y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos, de las entidades federativas; […]


XIX. Sujetos obligados: Cualquier autoridad, agencia, comisión, comité, corporación, ente, entidad, institución, órgano, organismo o equivalente de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de los tres niveles de gobierno, órganos constitucionalmente autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en los referidos niveles de gobierno; […].


� Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: […]


II. Autoridades garantes: Órgano de control y disciplina del Poder Judicial; los órganos internos de control de los órganos constitucionales autónomos; las contralorías internas del Congreso de la Unión; el Instituto Nacional Electoral, por cuanto hace al acceso a la protección de datos personales a cargo de los partidos políticos; y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como de los órganos constitucionales autónomos, de las Entidades Federativas; […]


XXVII. Sujetos Obligados: Cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, en el ámbito federal, estatal y municipal o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; […].


� Artículo 70. Los órganos autónomos, además de lo señalado en el artículo 65 de la presente Ley, deberán poner a disposición del público y actualizar la información siguiente:


I. Instituto Nacional Electoral y organismos públicos locales electorales de las entidades federativas: […]


Artículo 75. Los partidos políticos nacionales y locales, las agrupaciones políticas nacionales y las personas morales constituidas en asociación civil creadas por los ciudadanos que pretendan postular su candidatura independiente, según corresponda, además de lo señalado en el artículo 65 de la presente Ley, deberán poner a disposición del público y actualizar la información siguiente: […]


Artículo 209. Ante incumplimientos en materia de transparencia y acceso a la información por parte de los partidos políticos, las Autoridades garantes darán vista, según corresponda, al Instituto Nacional Electoral o a los organismos públicos locales electorales de las entidades federativas competentes, para que resuelvan lo conducente, sin perjuicio de las sanciones establecidas para los partidos políticos en las leyes aplicables. […]


� Artículo 135. Ante incumplimientos por parte de los partidos políticos, la Secretaría o la Autoridad garante competente dará vista, según corresponda, al Instituto Nacional Electoral o a los organismos públicos locales electorales de las Entidades Federativas competentes para que resuelvan lo conducente, sin perjuicio de las sanciones establecidas para los partidos políticos en las leyes aplicables. […]


� Cuarto transitorio. Las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tendrán el plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de la expedición de la legislación a la que alude el artículo Segundo transitorio para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, conforme al presente Decreto.


� Artículo 123. […]


A. […]


XX. […]


En el orden federal, la función conciliatoria estará a cargo de un organismo descentralizado. Al organismo descentralizado le corresponderá además, el registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindicales, así como todos los procesos administrativos relacionados.


El organismo descentralizado federal también tendrá competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos y conocerá de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los mismos. […]


B.- Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: […]


XII.- Los conflictos individuales, colectivos o intersindicales serán sometidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria. Asimismo, conocerá de los asuntos relacionados con el acceso a la información pública de los sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado y de los recursos de revisión que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los mismos.


� Fojas 189 de la iniciativa, 80 y 83 del dictamen de origen, 23 y 24 del dictamen de revisión.


� Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entiende por: […]


V. Autoridades garantes: Autoridades garantes federal y local; el órgano de control y disciplina del Poder Judicial; los órganos internos de control o equivalentes de los órganos constitucionales autónomos, las contralorías internas del Congreso de la Unión; el Instituto Nacional Electoral, por cuanto hace al acceso a la información pública de los partidos políticos; el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, estos dos últimos por cuanto hace al acceso a la información pública de los sindicatos y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos, de las entidades federativas; […]


� Cuarto transitorio. Las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tendrán el plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de la expedición de la legislación a la que alude el artículo Segundo transitorio para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, conforme al presente Decreto.


� Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […]


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […]


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.





